
La Administración de Justicia ocupa uno de los lugares más bajos de la
escala de confianzas populares. Han operado y operan en esta falta de credibilidad
en los Jueces y Tribunales para el pueblo español causas muy diversas, que desta-
có Víctor Fairen1.

No es de extrañar la preocupación generalizada por el problema y los
intentos de superación de Javier Delgado Barrio, siendo Presidente del Tribunal
Supremo. Así lo manifestó en el acto de inauguración del año judicial 2000-20012.

El Pleno del Consejo General del Poder Judicial aprobó el 8 de septiem-
bre de 1.997 el Libro blanco de la Justicia, que comenzaba con estas palabras3:

“El origen del presente Libro Blanco se encuentra en la preocupación del
Consejo General del Poder Judicial, elegido por el Congreso de los Dipu-
tados y el Senado en julio de 1996, respecto al estado de la Administra-
ción de Justicia en España, consecuencia de los problemas estructurales,
funcionales y organizativos de la misma, y a la necesidad de abordar una
reforma en profundidad. Esta preocupación no resulta únicamente de que
el Consejo cumpla la obligación de todo poder público de examinar críti-
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* Ponencia no expuesta oralmente.
1 En el Informe aportado al XI Congreso Internacional de Derecho procesal. Cfr. El Juez y los Magistra-

dos, Rubizal-Calzoni Editores, Buenos Aires, 1999 (que recoge los trabajos de los ponentes iberoamericanos), pp. 299
y ss. Y en Soluciones parlamentarias y judicialistas a la crisis de la Administración de Justicia, en Actualidad y Dere-
cho.

2 Llevaba este expresivo título: Del modo de arreglar la Justicia, Madrid, 2000, cfr. pp. XLIII y ss.
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camente el estado del área o materia encomendada a su gestión, para
detectar deficiencias y proponer mejoras, sino también de la conciencia de
que, aun tras las profundas reformas que ha experimentado la Justicia en
nuestro país, existe en la sociedad un extendido estado de opinión que
refleja una profunda insatisfacción con el funcionamiento de la Adminis-
tración de Justicia, y que afecta, o puede afectar muy negativamente, a la
confianza del pueblo español en ella”

Como la situación era cada día más grave, los dos partidos políticos mayo-
ritarios suscribieron el 28 de mayo de 2001 el Pacto del Estado para la reforma de
la Justicia. El Ministerio de Justicia, en colaboración con la Academia de Jurispru-
dencia y Legislación organizó unos coloquios, que fueron publicados en dos tomos
con el título Estudios acerca de la reforma de la Justicia en España.3

La selección y formación de los Jueces constituía uno de los puntos que
ocupaban un lugar destacado en el Libro blanco de la Justicia y en el Pacto de Esta-
do. No sólo porque para poder prestar una tutela judicial efectiva es imprescindi-
ble contar con buenos jueces, sino porque para superar la enorme lentitud de los
procesos —sin duda uno de los defectos más graves del sistema— resulta impres-
cindible ampliar —y ampliar considerablemente— el número del personal que ha
de servir en los órganos que hay que crear. Y estos nuevos jueces no se pueden
improvisar. El problema es, por tanto, de siempre y, además de rigurosa actualidad.
Como, por otro lado, el Ministro de Justicia no hace mucho hizo unas declaracio-
nes en las que se llegaba a propugnar prescindir de la oposición, es por lo que
decidí dedicar mi intervención de este curso a la selección de los jueces.

I.
INTRODUCCIÓN

“El Estado, decía CALAMANDREI, siente como esencial el problema de la
elección de los jueces; porque sabe que les confía un poder mortífero que mal
empleado, puede convertir en justa la injusticia; obligar a la majestad de la Ley a
hacerse paladín de la sinrazón e imprimir indeleblemente el estigma sangriento que
la confundirá para siempre con el delito”.

Del modo de reclutar a los jueces dependen muchas cosas. No sólo la pre-
paración y técnica adecuadas para dirimir los litigios, sino también la composición
social y preferente del cuerpo judicial, las relaciones con los otros actores públicos
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5 Merryman, La tradición jurídica romano canónica, trad. española, Fondo de Cultura Económica, Méxi-
co 1998, 2ª ed.

6 Mendizabal, Códice con un juez sedente, Academia de Jurisprudencia y Legislación, Madrid, 1999, p. 63.
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y hasta su status y las garantías que se le atribuyen, como su independencia4. De
aquí la preocupación por acertar con el sistema y la eterna discusión entre los
defensores del sistema anglo-americano y los del continente europeo.

Creo firmemente que entre nosotros sólo podremos abrigar esperanzas de
contar con buenos jueces a través del último, con todos los inconvenientes que se
han denunciado últimamente, como conllevar la tendencia a alimentar el espíritu
de cuerpo y su cerrazón, haciendo más difíciles las relaciones con los otros profe-
sionales del Derecho, especialmente con la abogacía5. 

La profesionalización de los jueces, que data en España de 1.869 y más
exactamente de la Ley Orgánica del Poder Judicial de 1.870 configurando al con-
junto de jueces como carrera, ha sido calificado co¬mo uno de los elementos más
positivos de nuestro sistema judicial6. 

Este sistema subsiste en la Ley Orgánica del Poder Judicial de 1.985, si
bien, al igual que otros Ordenamiento s europeos, ha arbitrado el acceso lateral a
la carrera judicial a abogados y funcionarios públicos, a fin de contrarrestar las ten-
dencias típicas de los cuerpos cerrados, a través de los llamados "tercer turno" y
"cuarto turno". 

No es que no existiera anteriormente un "cuarto turno". Hubo siempre en
el T.S. un número de plazas reservadas a juristas de prestigio procedentes de otras
profesiones. La Ley de la Jurisdicción contencioso-administrativa de 1.956 reserva-
ba la tercera parte de las plazas de las Salas de lo contencioso-administrativo, ade-
más de a Abogados que hubieran ejercido la profesión 20 años, a funcionarios de
cierta categoría, entre los que se incluía a los de muy distinto rango. Pues no sólo
figuraban Catedráticos, Letrados del Consejo de Estado o Abogados del Estado, sino
también Jefes Superiores de Administración y Secretarios de Administración Local.
Y hay que reconocer que esta normativa ha permitido a los distintos ordenes juris-
diccionales contar con excelentes magistrados de la procedencia más diversa, no
sólo de Cuerpos de la Administración en los que dominaba la formación jurídico-
administrativa, como el prestigioso de Letrados del Consejo de Estado —resulta
ineludible citar el ejemplo de José María Cordero Torres— o de Cátedras de Dere-
cho administrativo o de Hacienda pública de las que procedían Sabino Álvarez
Gendín y Pío Ballesteros, sino de Cátedras de disciplinas tan distintas del Derecho
administrativo o tributario como el Derecho romano y el Derecho civil de las que
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procedían dos de los mejores Magistrados que han impartido Justicia desde una Sala
de lo contencioso-administrativo del Tribunal Supremo como Arias Ramos y Diego
Espín, o más humildes de una Administración municipal como del Ayuntamiento
de Madrid del que procedía Salvador Ortolá. Pero cosa muy distinta es acceder a la
Carrera Judicial por el más alto escalón, con el prestigio que ello supone, a acce-
der por los escalones inferiores.

La selección, formación y ascenso de los jueces fue objeto de especial
atención en el Pacto de Estado para la Reforma de la Justicia de 28 de mayo de
2001. Y como siempre que se llega a un pacto a tan alto nivel —tenemos el ejem-
plo de la Constitución del consenso—7, superando diferencias de partido, aunque
exista identidad en los fines pretendidos, las bases que se sientan tienen que ser
forzosamente tan generales y a veces tan imprecisas que a la hora de desarrollar-
las para ser plasmadas en normas concretas, caben las soluciones más diversas.
Otras, sin embargo, demasiado precisas, para permitir soluciones que podrían esti-
marse más concretas. Precisamente por esta ambigüedad el partido en el Poder no
ha tenido que romperle, como ha hecho con algún otro que cumplía fielmente la
finalidad perseguida al firmarse. Y en alguno de los proyectos de reforma de de
la LOPJ y de otras leyes procesales se dice que se trata de cumplir lo acordado en
el Pacto.

Se habla de: “Selección objetiva y rigurosa, mediante oposición, con prue-
bas que completen los temarios con disciplinas que se estiman complemento nece-
sario para el ejercicio de la función judicial”, términos análogos a los que ha emple-
ado el actual Ministro de Justicia al tratar de paliar los efectos que produjo una
primera declaración sobre eliminación de la oposición como sistema de selección
de los jueces. Pero ¿cómo ha de ser esa oposición? Porque de las pruebas sí se dice
algo, como que “deberán permitir valorar la cultura, madurez y capacidad argumen-
tal y de análisis del aspirante”. Como también lo dice el Libro blanco de la Justicia,
mucho más concreto. 

Se habla, en el Pacto, manteniendo uno de los aspectos más discutibles del
sistema actual, del acceso “por el turno de juristas expertos”. Por lo menos hay que
agradecer que se haya prescindido del término “juristas de prestigio”. Y para el acce-
so de los expertos se exige —dice— “acreditar unos méritos relevantes (capacidad
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y experiencia) y un procedimiento de comprobación, objetivo, imparcial y riguroso
de los mismos”. Pero ¿cómo se va a conseguir esto?

Y hay dos precisiones que, en mi opinión personal, constituyen obstácu-
los a una buena estructuración del sistema, que son:

1) Que la entrada en la judicatura tendrá lugar en órganos unipersonales
y sin especialización. 

2) Que la oposición desaparece como uno de los modos de ascenso. Para
el ascenso y adjudicación de destinos, se tendrá en cuenta la antigüe-
dad y, también, los "criterios de mérito, formación, especialización, ren-
dimiento y calidad del trabajo". 

Al planteamos el tema de la Reforma de nuestra Justicia y enfren¬tarnos
con el sistema adoptado por la vigente LOPJ, hemos de partir de las condiciones
que deben concurrir en un juez, que son las que han de intentarse verificar a tra-
vés de los procedimientos que en cada caso se utilicen. 

II.
CONDICIONES QUE HA DE REUNIR EL JUEZ

1. Las virtudes del juez

Federico de Castro decía que las condiciones que ha de reunir el juez
habían sido señaladas por nuestra antigua legislación, recordando que ya Alfonso
X (en Partida 2, 9,18) decía que debía reunir muchas bondades: "buen linaje, buen
entendimiento, apostura, sesudez, ser sufridos, firmes y muy leales"8. Y Rafael Mem-
dizábal, en su Discurso de ingreso a la Academia de Jurisprudencia y Legislación en
1999, consideraba como virtudes propias de un buen juez, la bondad, la probidad,
la discreción, la prudencia y la fortaleza9. 

Naturalmente, a la hora de la selección resulta imposible verificar hasta
que punto concurren tales condiciones en el aspirante a juez, aunque sí pueden
ser tenidas en cuenta en las etapas sucesivas de la carrera, al ascender a puestos
superiores.

Me voy a permitir destacar dos aspectos, que creo básicos.
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2. Formación judicial especializada

Hoy es imposible que un juez valga para todo. Porque es imposible que
pueda tener los conocimientos exigidos para impartir justicia en cualquier orden
jurisdiccional. Porque, aun partiendo de la unidad del Derecho e incluso del méto-
do de aplicación, existen peculiaridades de las que no se puede prescindir.

De aquí, la importancia de las especializaciones. Como se puso de mani-
fiesto en el orden jurisdiccional contencioso-administrativo con la creación de los
Magistrados especialistas de lo contencioso-administrativo por la Ley de esta juris-
dicción de 1.956. Con esta Ley —se ha dicho— se abrió la puerta a un juez nuevo
que haría historia, sin cuya presencia de poco habrían servido las excelencias del
nuevo proceso ni las que adornaban las leyes que iban jalonando las demás insti-
tuciones jurídicas10. Con la incorporación, aunque minoritaria, de estos nuevos jue-
ces a las Salas de lo contencioso-administrativo, podemos decir que empezamos a
tener justicia administrativa. Y así ha sido reconocido con generalidad por todos.
García de Enterría, como autoridad más significativa, al destacar como una de las
aportaciones de esta Ley —que califica de memorable en la historia de nuestro
Derecho público— el haber introducido “un principio de especialización técnica en
los Magistrados que nutren esos Tribunales, especialización que jugará un papel
decisivo para la recepción plena de las más depuradas técnicas de control conten-
cioso-administrativo”11.

Pero, con ser importante la preparación jurídica para impartir justicia en
un orden jurisdiccional determinado, de poco serviría sin vocación.

3. La vocación

Si alguna de las profesiones que podemos ejercer los hombres dedicados
a la realización del Derecho requiere una vocación específica es la de juez. Las
renuncias y sacrificios que impone la función judicial, sólo son concebibles en
quien ha nacido para ello.

Si la oportunidad de una convocatoria, los alicientes económicos o el pres-
tigio social pueden explicar la opción por cualquiera de las demás profesiones jurí-
dicas y el ejercicio de estas con ejemplaridad, la de juez sólo podrá cumplirla dig-
namente quien sabe que está allí para ello. Y esto se sabe, por lo general, cuando
todavía se está en la Facultad de Derecho. Mal juez será el que llega a las pruebas
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de selección para la Judicatura después de haber fracasado en los intentos de ingre-
sar en otro Cuerpo del Estado. Mal juez puede ser el que no ha sabido ser buen
abogado. Pueden darse, como se dan en la vocación por antonomasia, la de la reli-
gión, vocaciones tardías. Pero serán excepcionales.

Con una salvedad: la del abogado de prestigio, verdadero prestigio, que
como culminación de su carrera, después de años y años de servicio a la Justicia
litigando o en ejercicio de otras profesiones que requieran la aplicación del Dere-
cho, quiere ocupar las más altas magistraturas, para plasmar en sentencias sus cono-
cimientos y experiencia, creando jurisprudencia.

Federico de Castro recuerda lo que Feijoó (en Teatro crítico universal, II
ed., p. 89) decía a un juez: “ya no hay para ti paisanos, amigos ni parientes. Ya no
más patria, ni carne, ni sangre. ¿Quiere decir que no has de ser hombre? No, por
cierto; sino que la razón del hombre ha de vivir tan separada de la razón de juez
que no tengan el más leve comercio las acciones de la judicatura con los efectos de
la humanidad”12. ¡Cuantos ejemplos van apareciendo justamente de lo contrario! Y
no solo en esos fenómenos de los últimos años que se ha llamado “jueces estrella”.

III.
SISTEMAS DE SELECCIÓN

1. Finalidad de la selección

Cualquiera que sea el sistema de selección que se adopte responderá
siempre a la misma finalidad: reclutar a aquellos candidatos que reúnan las condi-
ciones que les permitan el ejercicio de la función. Si la preparación y especializa-
ción resultan fáciles de verificar por órganos de selección idóneos, no resultará fácil
la verificación de aquellas otras cualidades que se han considerado imprescindibles
para impartir Justicia.

En este sentido, un eminente procesalista peruano, Carlos Parodi, se hacía
las siguientes preguntas desde una concepción humanista del Derecho procesal13:
“¿Cómo puede acreditarse la trayectoria impecable o la moral de una persona? ¿Bas-
tará la presentación de un documento de falta de antecedentes o de una certifica-
ción similar? ¿Se cubrirá con esa simpleza el requisito exigido? ¿Alguna vez se ha
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comprendido entre los requisitos a cumplirse para la designación judicial, el aspec-
to referido a la “vocación” o sentido de la justicia que debe tener el postulante? Se
puede ser un erudito o un abogado de éxito aparente y carecer de ese sentido ele-
mental de la justicia que no todos tienen y pretender el cargo por alguna razón
extraña al servicio, sacrificio y desprendimiento que exige una correcta y eficiente
administración de justicia”.

Es indudable que una vez desterrado el sistema de botín en la generali-
dad de los Ordenamientos, y consagrado en todos ellos hasta en normas de rango
constitucional el principio de mérito y capacidad, como la Constitución Española
en su art. 103.3, respecto del acceso a las funciones públicas, con más razón ha de
regir para el ingreso en la carrera judicial (art. 301.1, LOPJ).

Es cierto que “el sistema de botín” no ha desaparecido y hasta se ha reves-
tido con fórmulas mucho más refinadas al proveer cargos de la función pública. A
la hora de reclutar el personal, el objetivo principal no es otro que el de colocar a
los parientes, amigos y, sobre todo, a aquéllos de los que cabrá esperar una leal-
tad férrea. Lo que, con certera fórmula italiana se ha denominado lotizzazione, el
reparto partidista de espacio en los órganos públicos14. Si esta corruptela es grave
en todo caso —es una nueva fórmula del “sistema botín”, repartiéndole entre
todos—, resulta gravísimo en los más altos órganos del Estado, produciendo resul-
tados tan nefastos para un Estado de Derecho como es la politización de la Justi-
cia. Y ¿no es sino “lotizzazione” el lamentable espectáculo que ofrecen los parla-
mentarios de los distintos partidos políticos a la hora de elegir a los miembros del
Consejo General del Poder Judicial o a los del Tribunal Constitucional?15

Si no queremos dejar la selección a la discrecionalidad —o más exacta-
mente, arbitrariedad— del Legislativo o del Ejecutivo —tan arbitraria puede ser la
voluntad mayoritaria de una Cámara o de un Consejo de Ministros como la unila-
teral de un Jefe del Estado—, es necesario arbitrar procedimientos que permitan
verificar, al menos, el grado de preparación de los aspirantes. Ya que esas otras con-
diciones que deben reunir resulta poco menos que imposible de verificar en unas
pruebas de selección, por meticulosamente que se regulen. Para verificar la idonei-
dad del profesional no constituye garantía suficiente establecer, como muchas veces
se establece para ser Magistrado de un Tribunal contencioso-administrativo –es la
norma común en los Ordenamientos mejicanos sobre el contencioso-administrati-
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vo- la exigencia de acreditar experiencia en Derecho administrativo o una práctica
durante cierto número de años —por lo general 3 a 5— en estas materias16.

Eliminado el procedimiento libre de elección, los procedimientos de selec-
ción que pueden seguirse para la selección de los jueces, como para cualesquiera
otros funcionarios profesionales de cualquier Administración pública, pueden redu-
cirse simplemente a tres: oposición, concurso y concurso-oposición.

La oposición como sistema básico de selección, la que ha sido llamada
“nuestra segunda bárbara fiesta nacional”17 y su progresiva y acentuada desnatura-
lización, constituye tema central siempre que se trata de la crisis de cualquier insti-
tución. Y como ahora están en crisis todas, la oposición constituye tema de la máxi-
ma actualidad. En esta Academia, al dedicarse una parte del curso 1999-2000 a la
Universidad, a su situación y reforma, ocupó un primerísimo plano, por estimarse
que en la desaparición de la oposición tradicional radicaba la principal causa de la
degradación de la Universidad española, llegándose a proponer como medida más
fácil para resolver la cuestión que se declarara vigente el Reglamento para oposi-
ciones a Cátedras Universitarias de 25 de junio de 1931, aprobado por tanto dos
meses después de proclamada la II República, siendo Ministro de Instrucción Públi-
ca Fernando de los Ríos, como argumento frente al Partido Socialista, principal opo-
nente del sistema. 

Cuando lo que se trata de reformar es la Justicia, las críticas y defensa
adquieren análoga intensidad. Y hasta se dijo por un ilustre miembro del Consejo
General del Poder Judicial que la oposición era un procedimiento de ricos. 

2. Valoración de los sistemas

"Del Antiguo Régimen —se ha dicho—, la Administración hereda un sis-
tema de selección basado en la confianza individual; allí se entra con presenta-
ción, el hijo con frecuencia es empleado por el padre"18. A lo que se ha objeta-
do: "ahora, en muchos casos, son los partidos políticos y sindicatos los que han
sustituido al padre, aunque este, también en muchos casos, todavía no ha des-
aparecido"19. 
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Pues bien, el único sistema en el que se cumplen los principios de obje-
tividad, de prudencia y de igualdad de oportunidades, es la oposición. Así se ha
reconocido, salvo excepciones, por la doctrina en los términos más absolutos. Se
ha llegado a decir que "nuestro sistema de oposiciones constituyen seguramente la
más importante aportación que hemos hecho a la construcción del Estado de Dere-
cho desde la Constitución de 1.812"20.

La oposición, por tanto, debe ser también el sistema que se adopte con
carácter general para la selección de los jueces. 

En el Ordenamiento jurídico vigente, aunque la oposición ocupa un pun-
to central en el sistema de selección de los jueces, la LOPJ admite también el acce-
so a la carrera por cualquiera de los otros procedimientos. 

Ante la reforma de la Justicia interesa hacer una valoración del sistema
vigente.

IV.
SELECCIÓN DE LOS JUECES

1. Ingreso en la Carrera judicial por la categoría de Juez

a) El ingreso en la carrera judicial

La LOPJ no sólo permite el acceso a la carrera judicial por la categoría de
Juez. Admite, también, el ingreso por la categoría de Magistrado (art. 311.1) y por
la categoría de Magistrado del Tribunal Supremo (art. 345). No existe acceso a la
“carrera judicial” por libre nombramiento de la Sala de Gobierno o del Consejo
General del Poder Judicial, pues el nombramiento de Juez de Paz (art. 100, LOPJ)
y de los Magistrados suplentes, que, ciertamente, les habilita para ejercer funciones
jurisdiccionales, lo es para supuestos muy concretos, lo que en modo alguno supo-
ne el acceso a la carrera judicial, ni, por tanto, el ascenso a categorías superiores.

Pero el procedimiento normal es el de ingreso por la categoría de juez. Se
ingresa en la Carrera judicial, sin la exigencia de especialidad alguna. Se presupo-
ne que las pruebas de selección acreditarán la suficiente preparación para impartir
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justicia en cualquier orden jurisdiccional. Las pruebas de selección para acreditar la
especialización vienen después y a ellas únicamente pueden acceder los que ya son
jueces (art. 311.1, LOPJ).

El acceso a la carrera judicial por la categoría de juez, a su vez, es posible
por dos procedimientos: la oposición libre y el concurso-oposición.

b) Oposición libre

Para concurrir a la oposición libre de acceso al Centro de selección y for-
mación de Jueces y Magistrados sólo se requiere ser español, mayor de edad y
Licenciado en Derecho (art. 302.1, LOPJ).

En el amplísimo programa exigido a los opositores dominan los temas de
Derecho civil y penal, así como de procesal civil y penal. Por lo que puede afir-
marse rotundamente que los que superan las pruebas de selección apenas sí tienen
idea de Derecho administrativo, tributario y social.

No puede por menos de denunciarse la grave amenaza que a la unidad
de la carrera judicial y, en definitiva, al modelo de justicia suponen los intentos de
las Comunidades Autónomas de, contraviniendo el claro texto constitucional, tener
un Poder judicial, a través de la selección de los jueces, tema al que dediqué mi
intervención del curso anterior, que se publica en estos mismos anales.

c) Concurso-oposición.

La cuarta parte de las plazas de cada convocatoria será cubierta por con-
curso-oposición, entre “Licenciados en Derecho con seis años de ejercicio profesio-
nal” (arts. 301.3; 302, LOPJ).

Realmente, no tiene sentido esta vía de acceso a la Carrera judicial. Podrán
existir, como antes señalo, aunque excepcionalmente, vocaciones tardías; pero pen-
sar que la vocación pueda surgir seis años después de dedicación a otra de las pro-
fesiones jurídicas no parece muy lógico. Quien tiene verdadera vocación de juez ya
esta pensando durante los estudios universitarios en acabar cuanto antes, para pre-
parar las oposiciones que le lleven al Centro de selección y formación de Jueces y
Magistrados. Hay que pensar que ese Licenciado en Derecho que tarda seis años
en decidirse a acudir a la Judicatura, no lo hace precisamente por vocación, sino
porque no le ha ido muy bien en esas otras actividades. Y en vez de ingresar por
el procedimiento de la selección pura y dura, acude a una oposición descafeinada,
en la que podrán apreciarse otros méritos. Aunque me resulta difícil imaginar cuá-
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les pueden ser los que hayan podido adquirir en seis años de ejercicio, que hay
que suponer no muy exitoso. 

2. Acceso a la categoría de Magistrado 

a) Ascenso e ingreso como vías de acceder a la categoría de Magistrado

La vía normal de acceso a la categoría de Magistrado es la del ascenso
entre los que ya son jueces. Para ellos se reserva la mitad de las plazas vacantes:
"de cada cuatro vacantes que se produzcan en la categoría de Magistrados —dice
el arto 311.1, LOPJ— dos se proveerán mediante ascenso con los jueces que ocu-
paran el primer lugar en el escalafón dentro de esta categoría". Estamos ante un
ascenso por orden riguroso de antigüedad. 

Las otras dos vacantes serán cubiertas (art. 311.1, LOPJ): una, por pruebas
selectivas entre los que ya son jueces: la otra, por concurso. 

Aparecen aquí las únicas pruebas selectivas de especialización entre
Jueces. 

Este sistema exige una sustancial reforma. 

b) Las pruebas selectivas de especialización

Las pruebas selectivas de especialización fueron instauradas en nuestro
Ordenamiento jurídico para el orden contencioso-administrativo por la Ley de esta
jurisdicción de 1.956 y el resultado fue excelente.

Cuando se elaboró el anteproyecto de aquella Ley se intentó que a la
oposición que se preveía pudieran acceder directamente los Licenciados en
Derecho con vocación por la Judicatura y el Derecho administrativo y tributario,
sin tener que pasar por el peregrinaje de la oposición no especializada y el des-
empeño de las funciones en un órgano de otro orden jurisdiccional. Al Ministro
de Justicia no parecía disgustarle esta forma de acceso a la carrera judicial. Pero
las resistencias del Cuerpo de Magistrados y lo revolucionaria que hubiera resul-
tado la medida impidió que prevaleciera. No obstante, la tibia fórmula que se
acogió en el texto que obtuvo la sanción legislativa marcó una etapa decisiva en
nuestra justicia administrativa. Como, según antes se ha dicho, fue reconocido
por todos. Permitió la incorporación a los órganos del orden jurisdiccional admi-
nistrativo de unos Magistrados de nivel excepcional, gracias a los incentivos que,
pese a todo, ofrecía la vinculación a la Jurisdicción contencioso-administrativa,
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en órganos del nivel de Audiencia Territorial, por tanto en ciudades por lo gene-
ral importantes que solían tener Universidad, —a cuyas Cátedras de Derecho
administrativo se vincularon algunos de ellos, ejerciendo unas funciones docen-
tes, no solo incompatibles con la de juzgar, sino muy positivas para ésta— per-
mitiéndoles acceder al T.S. con seguridad y en tiempo infinitamente inferior al
que hubiese tenido que transcurrir para llegar a la cima de la Carrera por los
demás sistemas de ascensos. Hoy la situación ha cambiado radicalmente. Han
desaparecido los alicientes y hasta el triunfo en las pruebas puede colocar a los
"especialistas” en inferiores condiciones a los demás a la hora de los ascensos.
Por lo que, a pesar de que los programas no pueden compararse a los de las pri-
meras oposiciones, el número de opositores es muy inferior al de aquellos. Así
he podido comprobarlo muy directamente, ya que tomé parte de los Tribunales
que juzgaron algunas de las primeras oposiciones y de los que han juzgado algu-
nas en que ya regían el nuevo programa, habiendo desaparecido los alicientes
que existía al celebrarse aquellas. 

c) El concurso entre juristas de reconocida competencia 

Una de las posibilidades que tienen los "juristas de reconocida competen-
cia" es tomar parte en el concurso que les permitirá acceder a la Carrera judicial por
la categoría de Magistrado. Eso sí, siempre que cuenten con diez años de ejercicio
profesional. 

Salvo que se trate de esos supuestos excepcionales de vocación tardía no
resulta fácil comprender cómo un jurista de "reconocida competencia", después de
estar ejerciendo diez años una profesión, se le ocurre la idea de ser Magistrado. 

También en una ocasión —que será la última— formé parte de un Tribu-
nal que decidió un concurso entre "juristas de reconocida competencia¬". Y la
experiencia no pudo ser más lamentable. 

3. Acceso a la categoría de Magistrado del T.S. 

También para el acceso a la categoría de Magistrado del TS se reserva
una de cada cuatro plazas a "juristas de prestigio", exigiéndose más de 15 años
de actividad profesional "preferentemente en la rama del Derecho correspon-
diente al orden jurisdiccional para la que hubieran de ser designados" (art. 345,
LOPJ). 

Este "turno" de acceso a la Carrera judicial no es una innovación del sis-
tema vigente. Como se ha dicho, ya existía con anterioridad. Y ha permitido que
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21 Sánchez Morón, Sobre la situación de la Justicia administrativa en los albores del silo XXI, RAP, nº 154,
en especial, pp. 305 y ss.
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en el Tribunal Supremo hubiera excelentes Magistrados. Como también Magistrados
cuya presencia en alguna de las Salas del Alto Tribunal sólo podía explicarse por
sus afinidades —y fidelidades— políticas. 

4. Conclusiones

La especialización —que ha de constituir una de las finalidades de los sis-
temas de selección— no se logra por los procedimientos que arbitra el Ordena-
miento jurídico español vigente. Puede afirmarse con rotundidad.

La única vía para lograrlo hay que buscarla en la fórmula que intentó con-
sagrar la Ley de la jurisdicción administrativa de 1.956, y que no llegó a plasmarse
plenamente. La especialización sólo puede consagrarse en una oposición especializa-
da. No tiene sentido obligar a que los que tengan vocación de jueces y preferencia
por el Derecho público, hayan de pasar por una oposición en la que dominen los
temas de Derecho civil y penal, pasar por los cursos de formación del Centro y ejer-
cer durante algún tiempo —aunque sea sólo de un año, como establece el art. 321.2,
LOPJ— en un Juzgado que por lo general será de otro orden jurisdiccional. No tiene
sentido. Así se ha destacado por la doctrina21. Y, lo que es más importante, por un
Magistrado, precisamente por un Magistrado que figuró entre los primeros de la pri-
mera promoción gloriosa de Magistrados especialistas de lo contencioso-administrati-
vo, Paulino Martín. En el artículo con el que colaboró en el número 150 de la RAP,
titulado Reflexiones de un ex juez de lo contencioso-administrativo.

V.
LA SELECCIÓN DE LOS JUECES EN EL PACTO DE ESTADO

1. Ingreso en la carrera judicial

a) La oposición como sistema general

Hemos de congratularnos de que la oposición constituya “el sistema gene-
ral de ingreso. Selección objetiva y rigurosa mediante oposición, con pruebas que
completen los temas con disciplinas que se estiman necesarias para el ejercicio de
la función judicial". Este es el texto del pacto: temario y prácticas. 
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Respecto de la objetividad y rigurosidad de la oposición ningún reparo
cabe oponer. Pese a la crisis de opositores que se observa en otros ámbitos, a la
judicatura acude un número más que suficiente para lograr una buena selección.
Quizás, el número no responde al de vocaciones auténticas para la sacrificada fun-
ción que les espera; pero es de tal entidad que en él pueden encontrarse aspiran-
tes con un nivel intelectual aceptable y una preparación adecuada. 

No deja de resultar sorprendente el número de aspirantes, en relación con
el de los que acuden a otras oposiciones tradicionales, que quizás pueda atribuir-
se al régimen de incompatibilidades impuestas a otros cuerpos del Estado. Al des-
aparecer en éstos el aliciente de poder compatibilizar el ejercicio libre de la profe-
sión con el de la función pública, se ha producido este fenómeno: por un lado, la
disminución del nivel de los aspirantes; por otro, a que se orienten hacia la carre-
ra judicial, hoy mejor retribuida que en otros tiempos, quienes antes huían de ella
dirigiéndose a otros con más alicientes económicos. 

La oposición, pues, debe mantenerse. Ahora bien, existe una objeción al
sistema: no tiene sentido que cualquiera que sea el ulterior destino de los jueces,
todos tengan que pasar por unas oposiciones en las que en el temario existe un
aplastante predominio del Derecho civil y penal, y procesal civil y penal. Si la espe-
cialización se impone, si es imposible que un juez esté preparado para impartir jus-
ticia en cualquier orden jurisdiccional ¿por qué no empezar desde el principio con
la especialización? El régimen de la oposición actual parece responder todavía a
una concepción de la Justicia en que solo existía el civil y el penal, quedando la
tutela de los derechos en otros ámbitos al margen del Poder Judicial, confiada a
unas seudo jurisdicciones más o menos independientes.

Esta oposición permite seleccionar a los que tengan una preparación ade-
cuada para impartir Justicia en el orden jurisdiccional civil y en el orden penal. Pero
no en los órdenes jurisdiccionales administrativo y social. Y resulta muy difícil el
trasvase. Lo ha puesto de manifiesto la afluencia a los Juzgados de lo contencioso-
administrativo de jueces precedentes de lo penal y lo social, sobre todo. La expe-
riencia no ha podido ser más desafortunada. 

Para impartir justicia fuera de los órdenes jurisdiccionales civil y penal,
hay que tener la preparación exigida por el Ordenamiento jurídico en cada caso
aplicado. Y esta formación se adquiere al preparar la oposición. Las pruebas
complementarias a que después me refiero pueden no tener relevancia con una
buena preparación. Una vez ganada la oposición, ni un Abogado del Estado, ni
un Letrado del Consejo de Estado, ni un Notario, han tenido que pasar, después
de la oposición, por un Centro de formación. Una vez obtenido el título después
de la oposición, al día siguiente de la toma de posesión del primer destino, el
Abogado del Estado emite sus informes y actúa en los procesos a defender de la
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Administración; y el Letrado del Consejo de Estado sus informes, y el Notario for-
maliza los instrumentos públicos. 

El que tiene vocación de juez y preferencia por el Derecho público, ha de
tener acceso a la Carrera judicial directamente en el orden jurisdiccional contencioso-
administrativo. Y el que tenga preferencia por el Derecho laboral, en un Juzgado de
este orden. La experiencia en un órgano de distinto orden no sirve para nada. Tene-
mos un testimonio especialmente valioso. El de uno de aquellos Magistrados especia-
les de lo contencioso-administrativo de la primera oposición que hicieron historia: Pau-
lino Martín. 

En el Pacto de Estado de Reforma de la Justicia, no obstante, se mantiene
la entrada a la justicia sin especialización, en órganos unipersonales con menor car-
ga de trabajo. Lo de Juzgados con menor carga de trabajo es acertado. Siempre que
sea posible. Pero la falta de especialidad constituye una rémora. Se impone, pues,
modificar en este punto el sistema de la oposición tradicional.

Especialización que no supone olvidar los principios generales, lo que pue-
de considerarse teoría general del Derecho, el Derecho civil en cuanto ius commu-
ne. Pero una cosa es esto y otra muy distinta obligar al que decididamente va a optar
por ser juez fuera de los órdenes jurisdiccionales civil o penal, a estudiar un extenso
temario de Derecho civil, penal, procesal civil y procesal penal. ¿Qué se pensaría si
al temario general para ingresar en la carrera judicial se incorporara el temario de
aquellas primeras oposiciones a Magistrados especialistas de lo contencioso-adminis-
trativo? ¡Habría que ver hasta donde se oirían los gritos! Pues bien, tan absurdo como
esto es lo que se está haciendo y lo que se seguirá haciendo.

Es cierto que, con una buena y sólida formación jurídica, manejar un sec-
tor del Ordenamiento jurídico que no ha sido el habitual, no ofrece grandes dificul-
tades, y, como antes apunté, han existido eminentes juristas procedentes de alguna
disciplina tan lejana al Derecho administrativo como el Derecho romano y han sido
excelentes jueces administrativo. Pero estamos ante casos singulares. Siempre será
preferible el acceso a la carrera judicial con preparación idónea para desempeñar un
juzgado en el orden jurisdiccional sobre el que se muestra predilección, sin que ello
suponga una permanente adscripción al orden por el que se opte. Supondrá tener
siempre un mérito preferente para ocupar una plaza en él; pero siendo posible acce-
der a otro dentro de una carrera judicial única.

b) El turno de juristas expertos

Aunque la oposición sigue siendo el sistema general, se mantiene el acce-
so lateral a la carrera de juristas expertos. Ya he mostrado antes mi absoluta repul-
sa por esta puerta falsa de acceder a la Magistratura.
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Sí puede tener sentido el acceso a la Magistratura, por el más alto Tribu-
nal, de juristas —éstos sí— de reconocido prestigio ¡Que los hay! No tantos como
ahora pululan por ahí. Pero sí los suficientes, que, siéndolo, estén dispuestos a
cubrir el cupo que se les reserve. 

Y siempre con reservas. Siempre que no se de el lamentabilísimo espec-
táculo que ofrecen los partidos políticos a la hora de barajar, recusar y tolerar los
nombres de los "juristas de prestigio". Espectáculo al que he¬mos seguido asistien-
do después del flamante Pacto de Estado. Por lo que la conclusión no puede ser
más desoladora. El tan celebrado pacto no sirvió para nada. Estamos donde antes
y, últimamente, hasta mucho peor.

Cuando estamos ante un hombre de Derecho de verdad, ante una de esas
figuras realmente excelsas que estén dispuestas a culminar su vida ejerciendo la
función judicial, sobran los recelos. Cuando se recusa a una de estas personas, las
más de las veces no es por temor a la fidelidad hacia el partido que la propone,
sino por miedo a una de las virtudes que ha de tener un juez, la fortaleza.

El juez ha de hacerse fuerte y mantener sus convicciones frente a viento
y marea. Debe ser valeroso, nunca timorato o cauto. En consecuencia, para conse-
guir esa independencia de actuación que todos le pedimos necesita como fuerza
interior la vieja virtud de la fortitudo, templando así su carácter.

Esta virtud adquiere máxima importancia en el juez penal, pero también
la tiene el juez administrativo. Porque en este orden jurisdiccional el principal ata-
que al juez le viene del Poder ejecutivo, que es el poder por antonomasia. Aunque
ante él sucumbe, más que por una falta de fortaleza ante las presiones, amenazas
y coacciones, que por lo general no suelen existir (aunque se han dado a los nive-
les más altos), por la vanagloria ante los halagos o la esperanza en satisfacer aspi-
raciones políticas.

c) El acceso a través de los Juzgados de proximidad

En los proyectos de reforma se prevé otra forma de acceso a la carrera judi-
cial al margen de la oposición a través de los que se denominan Juzgados de proxi-
midad, que constituyen un primer escalón en el sistema judicial, primer escalón que
existía antes de la LOPJ: los Juzgados de Distrito, que fueron convertidos en Juzgados
de primera instancia e instrucción en la Ley de Planta y Demarcación Judicial.

Estos Juzgados de proximidad estarán servidos por jueces que no se selec-
cionarán por los procedimientos que la LOPJ establece para ingresar en la carrera
judicial, sino por un concurso, pero pueden acceder a la categoría de juez transcu-
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rridos nueve años, por concurso de las vacantes de esta categoría, previo informe
favorable del Consejo de Justicia de las Comunidades Autónomas.

El concurso para obtener la categoría de juez de proximidad “entre juris-
tas con más de seis años de ejercicio profesional” no ofrece más garantías que los
concursos para acceder a la carrera judicial por el llamado “cuarto turno”. Y aun-
que se atribuye al CGPJ competencia para aprobar las bases de la convocatoria y
nombrar el Tribunal, será a propuesta del Consejo de Justicia de la respectiva
Comunidad Autónoma.

Ya he manifestado mi opinión sobre esta vía de acceso a la judicatura. Si lo
que se pretende con la reforma es, según la Exposición de Motivos del proyecto,
“impulsar la mejora de la justicia en el primer escalón de la organización judicial, apos-
tando por la prontitud de la respuesta judicial sin merma de su calidad”, es posible que
la prontitud se logre, pero con indudable merma de la calidad y de la independencia. 

d) La selección en función del expediente académico

Es indudable que el expediente académico constituye un elemento valiosísi-
mo para apreciar la capacidad y formación del aspirante a cualquier cargo. En más de
una ocasión se lo oí encomiar a D. Luis Jordana de Pozas, lamentándose lo poco —o
nada— que se valora en el ordenamiento jurídico sobre selección de personal.

Ahora bien, por relevante que sea, jamás puede constituir el único ele-
mento a tener en cuenta para la elección. En todo caso, como un elemento más,
como me consta que, en ciertas oposiciones, el Tribunal lo tiene muy en cuenta
antes de comenzar a enjuiciar el resultado de los ejercicios e incluso antes de que
el opositor inicie su exposición en los ejercicios orales.

Y en la situación de nuestras Universidades, competencia de cada Comu-
nidad autónoma, hay que enfrentarse a los expedientes con cautela. En primer lugar
por la bajísima calidad de la enseñanza, de los docentes y de los discentes. Y en
segundo lugar, por el enorme desnivel existente en las Universidades, entre las
públicas y las privadas y entre unas y otras. Y por la enorme diferencia en los
docentes de una misma Universidad, no solo por sus aptitudes científicas, sino por
el rigor a la hora de calificar.

e) Pruebas complementarias

El Pacto de Estado prevé pruebas sobre disciplinas “que se estimen com-
plemento necesario para la función judicial”. Pruebas que no se prevén tan solo
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para los que ingresen por oposición, como complemento de “los temarios”. Sino
que también se prevén para el sistema de acceso por el turno de juristas expertos.
Para éstos, también “se potenciará la labor formadora selectiva en la Escuela Judi-
cial”. Y es que se les supone “expertos” como “juristas”, pero no para el “ejercicio
de la función judicial”.

En estas pruebas complementarias todavía no aparece para nada la espe-
cialización. Por el contrario, versarán sobre conocimientos más generales. Aunque,
según se dice, “son complemento necesario para el ejercicio de la función judicial”,
“deberán permitir valorar la cultura, madurez y capacidad de análisis del aspiran-
te”. Cuando esta valoración se produce después de una selección a través del filtro
de una oposición tradicional, no es peligroso. Lo peligroso es cuando se establece
con carácter principal, al permitir las mayores arbitrariedades.

2. Formación

La adecuada formación de los jueces es básica para garantizar una tutela
judicial efectiva. Y este fue uno de los objetivos de la Reforma de la Justicia según
el Pacto de Estado (a él se dedica el apartado 5). La finalidad es potenciar la for-
mación de los Cuerpos y personal al servicio de la Administración de Justicia. En
lo relativo a la Carrera Judicial y Fiscal se prevén tres vías para conseguirlo: la for-
mación inicial, la continuada y los procesos de formación y adaptación. Pero la
posibilidad de oposición para ascender dentro de la carrera se descarta. Y, sin duda
alguna, la preparación de un buen programa especializado constituye un eficacísi-
mo medio de completar la formación. Recordemos las oposiciones entre Notarios,
que permitió que en el cuerpo notarial hubiera civilistas y mercantilistas que nada
tenían que envidiar a los catedráticos de Derecho civil y mercantil en aquella épo-
ca en que los catedráticos de Universidad eran catedráticos de Universidad; los
Ingenieros de Caminos, Ingenieros de Caminos y los Abogados del Estado, Aboga-
dos del Estado. 

Quizás esta omisión obedezca a la experiencia de las últimas oposiciones
en que, bien por la falta de tiempo de que dispone hoy un juez para la prepara-
ción y la inutilidad del esfuerzo, no permite obtener los resultados de aquellas pri-
meras oposiciones a Magistrados especia¬listas de lo contencioso-administrativo.
Pero creo que valdría la pena estructurar un sistema que, ofreciendo suficientes
alicientes, compensara el esfuerzo de quienes con verdadera vocación y espíritu
de estu¬dio quisieran acceder a las más altas Magistraturas. 

Las vías que el Pacto de Estado prevé pueden, sin duda alguna, contri-
buir a mantener y hasta mejorar la formación inicial, actualizando los conocimien-
tos. En efecto: 
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a) La formación inicial, como ya señalé, tiene por objeto completar el
temario de la oposición. En el pacto se dice que “se fomentará la formación ini-
cial integral en materias jurídicas y no jurídicas”

b) La formación continuada, permitirá “profundizar en materias concretas
y ampliar conocimientos de tal manera que se favorezca la especialización”. Apa-
rece aquí lo que, como he reiterado, constituye un requisito esencial para impar-
tir justicia en cada uno de los órdenes jurisdiccionales, la especialización

Ya que se rechaza expresamente, como vimos, la especialización inicial
al ingresar en la carrera, debe potenciarse al máximo esta formación continuada.
Aunque me permito insistir en que, por bien que se organice, no serviría -y estoy
pensando en los Juzgados de lo contencioso-administrativo- para que al llegar el
juez a servir en un orden jurisdiccional haya adquirido la especialización indispen-
sable. Al moverse en el primer proceso, comprobará que todo el Derecho civil y
penal que es¬tudió –y que sin duda son los que aplicó en el tiempo mínimo en
que tuvo que pasar en un órgano jurisdiccional impersonal- de poco o nada le va
a servir. Tendrá que empezar por lo que tenía que haber hecho al preparar la opo-
sición: estudiar Derecho administrativo o Derecho del trabajo. Con una agravante:
al tratarse de un órgano unipersonal, no podrá encontrar la ayuda, el consejo, la
colaboración que podría encontrar en un órgano colegiado. Como la eficacísima
que encontraron los Magistrados no especialistas en las Salas de lo Contencioso-
administrativo de las Audiencias en los que llegaban después de haber triunfado
en una oposición con temario serio. A pesar de que éstos jueces eran mucho más
jóvenes y, por tanto, con mucha menos experiencia profesional que aquéllos. Pero
si no para los primeros destinos, la función continuada sí puede constituir un efi-
caz sistema de especialización, siempre que se organice adecuada¬mente. Lo que,
en mi opinión, supone: 

– Programas adecuados. Ni excesivamente técnicos, ni pensados para la
práctica. Si se quiere favorecer la especialización que antes no ha existi-
do, debe darse una formulación propia del Ordenamiento Jurídico de que
se trate, a fin de que se adquieran los principios que le informan y la téc-
nica para una aplicación correcta. 

– Profesorado asimismo adecuado. El Pacto dice que "se potenciará la
conexión de la Universidad con las profesiones jurídicas". Tal y como está
la Universidad, no creo que pueda servir de mucho. Pero ha de contarse
con ella. Aunque, sin duda, quienes mejor pueden contribuir a la forma-
ción serían los buenos Magistrados con experiencia. Por lo que se refie-
re al orden contencioso-administrativo, nadie mejor que los viejos espe-
cialistas, en cuanto queden. En todo caso, los Magistrados de prestigio
que estén ejerciendo la función en el orden jurisdiccional, a que se refie-
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re el programa, no estará de más añadir profesores universitarios -mejor,
si además son Abogados en ejercicio- y Abogados de prestigio, que
deben hacer un esfuerzo y prestar la colabo¬ración que se les pida, cons-
cientes de que en nuestra profesión nada es más importante que la for-
mación de los jueces.

– Tiempo suficiente para poder desarrollar los programas. Como se dice al
tratar de la formación en materias relevantes, han de ser cursos “inten-
sos”.

c) Por último, el Pacto se refiere a la articulación de procesos de forma-
ción y adaptación generales e intensos, en determinadas materias especialmente
relevantes, en particular como consecuencia de reformas legislativas de amplio
alcance.

La utilidad de esos “procesos de formación” es indudable. Aquí ya no se
trata de especializar a los jueces en el Ordenamiento jurídico aplicable en el orden
jurisdiccional a que van a servir, sino, ante un acontecimiento, como es una refor-
ma legislativa, de amplio alcance, permitir conocerla en profundidad a la hora de
aplicarla.

3. Promoción y adjudicación de destinos

a) Exigencias y condiciones

"Se establecerá —así lo dice el ap. 5.d) del Pacto— un diseño de las exigen-
cias correspondientes a cada destino, condiciones para el acceso a diferenciados car-
gos y órganos especializados y limitación del tiempo de permanencia en los mismos".
Y se prevé una ley de retribuciones en la que se replanteará el diseño del sistema retri-
butivo, articulando un modelo incentivador que fomente la formación, el rendimiento
y asunción de mayores responsabilidades". Esto es elemental. Ninguna objeción. El
problema está en como se diseñan las exigencias de los destinos, las condiciones de
acceso a los cargos, o los modelos incentivados que fomenten el rendimiento. Y una
vez hecho el diseño, los criterios de "primas, adjudicación y destinos". 

b) Criterios de promoción, adjudicación de los destinos 
y de mejora de los niveles retributivos

Según el (ap. 5.c) del Pacto se consolidaría la idea de carrera superando
el exclusivo criterio de antigüedad. Lo que está muy bien. Pero cuando aparecen
otros criterios distintos al de la antigüedad, que es el único verdaderamente objeti-
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vo, existe el gravísimo riesgo de caer en la arbitrariedad, el amiguismo o las afini-
dades políticas. Salvo cuando ese otro criterio sea el de haber superado las prue-
bas de una oposición. 

El Pacto incorpora los "criterios de mérito, formación, especialización, ren-
dimiento y calidad de trabajo". Pero ¿cómo se valoran estos otros criterios? Se dice
que "serán evaluados por el Consejo General del Poder Judicial". Pero ¿cómo? Por-
que, por ejemplo, para valorar el "rendimiento" se puede tener en cuenta el núme-
ro de sentencias; pero otro criterio es el de "calidad del trabajo". Y aquí sí que ya
todas las matizaciones son posibles. 

Por lo que, en definitiva, todo queda al buen criterio de personas concre-
tas, de aquellas que, en cada momento, integren el órgano del Consejo al que se
confíe la valoración. No puede ser de otro modo. 

Creo, sin embargo, que de esos otros criterios distintos de la antigüedad,
sólo ha de tener carácter prevalente uno, al que me refiero a continuación, que el
Pacto destaca especialmente. Los demás deben jugar muy limitadamente.

c) La formación y capacidad demostrada 
en los cursos que organice el propio Consejo

Hay que desconfiar totalmente de esos méritos que se alegan sobre asis-
tencia a cursos, Jornadas, Seminarios, Master..., cualquiera que sea la institución que
los organice (Universidades, Colegios de Abogados, Instituciones oficiales, Centros
de estudios). El nivel no puede ser más desigual, en todos los órdenes. En muchos,
ni se acreditan las asistencias. Por eso, cuando en algunos de los concursos en los
que he intervenido hemos tenido que valorarlos acudiendo, por ejemplo, a las
horas de duración, a todos los que integrábamos el Jurado, nos quedaba la sensa-
ción de que habíamos sido injustos. Por eso debe prescindirse de ellos o limitar
enormemente su efecto. 

Ahora bien, sí debe darse relevancia a las aptitudes demostradas en los
cursos de formación que organice el propio Consejo a que se refiere el punto 6
del Pacto, bien directamente en los centros dependientes de él, o en colaboración
en otras instalaciones como la Universidad. Porque permitirán conocer la calidad
del curso y las valoraciones. El Pacto dice: "la función y capacidad demostrada
será criterio a tener en cuenta en la cobertura de plazas, superando el exclusivo
carácter de antigüedad". Éste sí que constituye un criterio de selección que debe
ser prevalente. Y me atrevo a decir que puede ser tan objetivo como el de la opo-
sición entre jueces. Siempre y cuando concurran unas garantías mínimas y que se
estructuren adecuadamente como formación continuada. 
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Por supuesto, es ineludible la igualdad de oportunidades para asistir a los
correspondientes cursos. Tanto se trate de los generales de la "formación continua-
da como de los especiales en determinadas materias relevantes en especial como
consecuencia de reformas legislativas, todos los que lo deseen debe tener la posi-
bilidad de asistir. Y ha de asegurarse: 

1) La uniformidad de criterios a la hora de juzgar "la formación y capaci-
dad" de los concursantes. Es frecuente que, por la personalidad de los
que imparten las clases, sean distintos los criterios de valoración y la
rigidez de los criterios al puntuar. 

2) La naturaleza de los programas y de las materias sobre los que versan,
así como su duración. 

3) Deberán también tenerse en cuenta los trabajos en que se hubiere con-
cretado la labor de cada uno, así como los que hubiera podido aportar
elaborados al margen.

4) Que las calificaciones de las pruebas sean lo más detalladas posibles en
orden a los méritos que señala el apartado c) del Pacto.

De este modo en el expediente de cada juez se reflejarán, a través de las
calificaciones obtenidas de los distintos cursos a que hubiera asistido, en qué medi-
da se dan los criterios que habrán de tenerse en cuenta en la promoción y cober-
tura de plazas.

Lo que obligará a organizar un sistema de seguimiento, que permita tener
actualizadas las circunstancias que concurren en cada uno de los miembros de la
carrera judicial.

VI.
CONCLUSION

Sin duda alguna, la máxima garantía de una buena selección de los jue-
ces, como de todo el sistema de Justicia está en la pieza clave que es el Consejo
General del Poder Judicial.

Y, desgraciadamente, esta pieza fundamental del sistema quedó inservible
al consumarse el primer atentado al modelo de Justicia de la Constitución, tal y
como, recogiendo lo que es crítica general, destaqué en mi intervención del pasa-
do curso.
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22 Legislación y jurisdicción. Hacer, decir, aplicar las Leyes, Academia de Jurisprudencia y Legislación,
2007, pp. 52 y ss.
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Pero todavía hay quien, con la mejor intención, a pesar de creer que la
reforma introducida en la elección de los miembros del Consejo General del Poder
Judicial por la Ley de 1985 no fue lo mejor, conserva la esperanza basada en “la
lealtad en los comportamientos respecto de la genuina concepción constitucional,
lo que requiere controlar y anular los instintos de dominación y lucir la exquisita22

sensibilidad democrática de quienes son titulares del poder en el orden constitui-
do”. Así terminó Landelino Lavilla el Discurso de apertura del curso 2007-2008 de
la Academia de Jurisprudencia y Legislación el día 29 de octubre de 2007 (22). ¡Que
Dios le conserve su buena intención!
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